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Auto No.                 AI-128 
Proceso:                Verbal  
Demandante:        Juan Carlos Londoño Mesa 
Demandado:         Fiduciaria Corficolombiana S.A. 
Radicado:              05266 03 002 2021 00223 01 
Asunto:                  Confirma auto apelado  

 Pertinencia de los medios probatorios y valoración del acto de notificación que se surte 
a través de la empresa de mensajería. 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Medellín, Veintinueve (29) de noviembre del dos mil veintidós (2022). 

 

Procede la Sala a proveer de mérito en el recurso de apelación interpuesto 

por la apoderada de la parte demandante en contra de la decisión proferida el día 

veinticuatro (24) de agosto de 2022, en la audiencia oral del artículo 372 y 373 del Código 

General del proceso, llevada a cabo por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de 

Envigado al interior del proceso verbal de responsabilidad civil contractual y 

extracontractual, incoado por el señor Juan Carlos Londoño Mesa en contra de Grupo 

Monarca S.A (En Reorganización) y Fiduciaria Corficolombiana S.A, en contra de la 

declaratoria de la nulidad por indebida notificación de las codemandadas.  

 
                    I. ANTECEDENTES 

 
1. Supuestos fácticos vinculados al presente caso. Como hechos 

relevantes con miras a desatar la alzada se tiene que, el señor Juan Carlos a través de 

apoderado judicial formuló demanda en contra de las entidades previamente descritas, 

peticionando que se declare la responsabilidad civil en razón del incumplimiento del 

encargo fiduciario celebrado entre las partes. 

 

Que superadas las etapas procesales de rigor, consistentes en la admisión 

de la demanda y su posterior notificación, los codemandados formularon cada uno 

incidente de nulidad por indebida notificación, exponiendo como argumentos centrales y 

similares del motivo de su petición que el día 11 de octubre del 2021 le fue comunicado 

correo electrónico de la dirección notificaciones.judiciales@fiduciariacorficolombiana.com 

proveniente de Naranjo Ochoa, en el que contenía el aviso de notificación con los datos 

del radicado, juzgado, naturaleza del proceso y fecha de la providencia que comunicaba, 

sin embargo, una vez revisado el documento contentivo de los anexos, se percatan que 

no corresponden al proceso en curso, sino al Radicado 2021-00265 del Juzgado Primero 

Civil del Circuito de Oralidad de Envigado. En razón de ello, solicitaron la declaración de 

mailto:notificaciones.judiciales@fiduciariacorficolombiana.com
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nulidad porque “los datos de notificación enunciados en la página de la empresa servientrega no 

coinciden en la realidad con lo que efectivamente fue notificado de acuerdo a los anexos” 

 

2. Del auto impugnado. Previo a resolver la nulidad formulada, corrió 

traslado de la petición a la parte demandante, quien se opuso manifestando que si bien 

es cierto no se incluyó adecuadamente los datos acerca de la comunicación de la 

providencia y los anexos de la demanda, lo cierto es que, no puede perderse de vista que 

el mensaje de texto llegó el 12 de octubre del 2021 y apenas fue abierto por la sociedad 

Grupo Monarca el 11 de agosto del 2022, es decir, que las codemandadas dejaron 

transcurrir 11 meses sin que revisaran el contenido del mensaje de datos, pues sólo hasta 

el 17 de agosto del 2022 la Fiduciaria vino a formular la respectiva nulidad, lo que conlleva 

afirmar que la oportunidad para alegarla había precluido.  

 

Como sustento de lo anterior, adujo que la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia -110010203000202001025 -3 Jun 2020-, precisó que la recepción de un correo 

electrónico para la notificación personal puede acreditarse con cualquier medio de prueba 

y no solo con el acuse de recibo del destinatario, es decir, que la notificación se entiende 

surtida cuando es enterada, mas no en una fecha posterior, ya cuando el usuario abre su 

bandeja de entrega y da lectura a la comunicación, “pues habilitar esta situación, implicaría 

que la notificación quedaría al arbitrio de su receptor” y en esa medida la falta de cuidado en 

el manejo de los documentos guardados en el correo electrónico no puede ser utilizado 

en su propio beneficio, pues no podrá alegar la nulidad quien haya dado lugar al hecho 

que la origina, “es decir, el hecho de dejar el correo electrónico por un periodo tan extenso sin 

abrirlo, constituye una grave irregularidad sobre la actividad del demandado de la cual no puede 

salir beneficiado a la luz de la estructura en la que está fundamentada los principios de saneamiento 

de proceso, celeridad y economía procesal”.  

 

                             3. Auto que decide Incidente de Nulidad.  Una vez agotadas la 

etapas probatorias y surtidos los respectivos alegatos de conclusión, el juez decidió el 

incidente decretando la nulidad de lo actuado en el proceso, bajo el argumento que: “si 

bien no está en entredicho que los demandados recibieron la comunicación, lo que sí se encuentra 

en duda es la forma en que se surtió porque los documentos remitidos no corresponden al presente”, 

sino a un proceso que se adelanta ante su homólogo en el Juzgado Primero Civil del 

Circuito de esa municipalidad, supuesto fáctico que fue acreditado por el propio 

apoderado de la sociedad demandante -al manifestar que un abogado de la compañía 

los habían remitido-, por lo que como producto de ello, decretó la nulidad a partir del auto 
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que convocó a la audiencia y, como consecuencia, entendió que los codemandados 

quedaban notificados del auto admisorio por conducta concluyente.  

 

                        4. De la alzada. En la oportunidad procesal pertinente dentro de audiencia 

oral que se llevaba a cabo, el apoderado judicial de la parte demandante interpuso 

recurso de reposición y apelación, aduciendo iguales argumentos a los que formuló en el 

momento del traslado del incidente de nulidad, enfatizando que “ el correo debe estar 

permanentemente vigilado por las personas que lo administran mediante la revisión de sus 

contenidos, so pena de recibir los efectos desfavorables por la falta de diligencia en su manejo”. 

 

                         5.  De su Trámite: Surtido el traslado del recurso, el A quo decidió 

denegar la reposición y en su defecto conceder el recurso de apelación, bajo el 

argumento que “en el trámite de la notificación de la demanda no hay aspectos que pueda 

considerarse de mero formalismo todo tiene el raigambre de ser sustancial bajo el amparo del 

principio de buena fe, y la irregularidad cometida tiene plena prueba en el proceso, entonces el 

recurrente refuta la conducta asumida por las demandadas en que no abrieron y verificaron el 

contenido del correo y en que a partir de la fecha de su recibo, han pasado muchos meses con cuya 

conducta puede considerarse subsanada la irregularidad cometida, esas afirmaciones no se 

comparten porque el problema no es que haya abierto o no el correo, está claro que los anexos a ese 

correo, que fueron verificados no correspondían al acto admisorio y a la demanda que se estaban 

notificado, independiente que haya ocurrido en ese tiempo, esa nulidad subsiste y tiene el mismo 

significado “la demanda fue mal notificada”.  La conducta no se puede considerar como forma de 

subsanar la irregularidad pues sólo es posible mediante la actuación directa dentro del proceso y en 

esa medida no puede entenderse convalidada la nulidad.  Y en esa medida concedió el recurso”.  

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 
                        1.  Sobre la nulidad procesal. La nulidad procesal es considerada como 

una figura que tiene por finalidad remediar y subsanar los vicios acaecidos en el curso de 

un trámite jurisdiccional, mismos que causan una violación directa a los derechos al 

debido proceso y, para el caso como el que nos ocupa, en cuanto al derecho de defensa, 

es posible sostener que, más que una sanción, dicha institución buscar asegurar el 

cumplimiento de los ritos procesales, instituyéndose una serie de causales que el 

legislador, en su libertad de configuración legislativa, ha consagrado con carácter taxativo 

en pro de su estimación, por las causales previstas en el artículo 133 ibídem: El proceso 

es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 
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1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de competencia. 

2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso 
legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia. 

3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de 
suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes de la oportunidad debida. 

4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder. 

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando se 
omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria. 

6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o 
descorrer su traslado. 

7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los alegatos de conclusión o 
la sustentación del recurso de apelación. 

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda 
a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean 
indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el 
proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida 
forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la 
ley debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una providencia 
distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, el defecto se 
corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que 
dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este 
código. 

 
                                2. De la notificación por Medios Electrónicos. Previamente el 

artículo 8 del Decreto 806 de 2020, hoy Ley 1223 del 2022, se han ido implementando 

normas que paulatinamente van a la par con las tecnologías de la información y las 

comunicaciones de las actuaciones judiciales, pues particularmente, el Decreto en 

mención que es la norma que estaba vigente para el momento en que se surtieron las 

notificaciones, al respecto establecía: 

 
Las notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la 
providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el 
interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico 
o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio. 

  
El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, 
que la dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, 
informará la forma como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las 
comunicaciones remitidas a la persona por notificar.  
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La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. 

 

                          Disposición adjetiva que fue objeto de múltiples pronunciamientos por la 

Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, siendo las más relevantes la sentencia CSJ 

STC 3 junio 2020 del 3 de junio 2020 rad 01025-00, reiterada en ponencias CSJ 

STC10417-2021 y STC 10796-2022.  

 
La notificación se entiende surtida cuando es recibido el correo electrónico como instrumento de 
enteramiento, mas no en fecha posterior cuando el usuario abre su bandeja de entrada y da lectura 
a la comunicación, pues habilitar este proceder implicaría que la notificación quedaría al arbitrio 
de su receptor, no obstante que la administración de justicia o la parte contraria, según sea el caso, 
habrían cumplido con suficiencia la carga a estos impuesta en el surtimiento del trámite de 
notificación. 

 
(…) Ahora, en relación con la función que cumple la constancia que acusa recibo de la notificación 
mediante el uso de un correo electrónico o cualquiera otra tecnología, debe tenerse en cuenta que 
los artículos 291 y 292 del Código General del Proceso, en concordancia con los preceptos 20 y 21 
de la Ley 527 de 1999, prevén que «…se presumirá que el destinatario ha recibido la comunicación 
cuando el iniciador recepcione (sic) acuse de recibo…», esto es, que la respuesta del destinatario 
indicando la recepción del mensaje de datos hará presumir que lo recibió. 

 
Sin embargo, de tales normas no se desprende que el denominado «acuse de recibo» constituya el 
único elemento de prueba conducente y útil para acreditar la recepción de una notificación por 
medios electrónicos, cual si se tratara de una formalidad ad probationem o tarifa legal -abolida en 
nuestro ordenamiento con la expedición del Código de Procedimiento Civil-. 

 
Por consecuencia, la libertad probatoria consagrada en el canon 165 del Código General del Proceso, 
equivalente al precepto 175 del otrora Código de Procedimiento Civil, igualmente se muestra 
aplicable en tratándose de la demostración de una notificación a través de mensajes de datos o 
medios electrónicos en general, ante la inexistencia de restricción en la materia. 

 
Es que el principio de libertad probatoria constituye regla general -aplicable a la constancia de 
recibo de un mensaje de datos-, mientras que la excepción es la solemnidad ad probationen, que, 
por ende, debe estar clara y expresamente señalada en el ordenamiento, de donde al intérprete le 
está vedado extraer tarifas no previstas positivamente. 

 
(…) Precisamente, en un asunto de contornos similares al presente en el cual el iniciador no 
recepcionó (sic) acuso de recibo de un correo electrónico enviado como medio de notificación de una 
providencia judicial, esta Corporación señaló: 

 
(…) sólo bastaba verificar la fecha en que se hizo ese enteramiento, y en el caso examinado quedó 
claro que tuvo lugar el 11 de octubre de 2019, pues según la constancia expedida por el servidor de 
correo electrónico, «se completó la entrega a estos destinatarios o grupos, pero el servidor de destino 
no envió información de notificación de entrega» (fl. 75, cd. 1), lo que significa que el mensaje se 
remitió satisfactoriamente y dependía del destinatario activar su correo, abrir y leer lo allí remitido.  

 
Lo anterior fue ratificado por la mesa de ayuda correo electrónico del Consejo Superior de la 
Judicatura, al señalar «se realiza la verificación del mensaje enviado el día 10/11/2019 3:36:53 PM 
desde la cuenta tutelasscfltsarm@cendoj.ramajudicial.gov.co con el asunto: “Notificación Personal 
Decisión Rad. 2019-00084-01” y con destinatario osmarose@rsabogados.co», precisando que «una 
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vez efectuada la validación en servidor de correo electrónico de la Rama Judicial, se confirma que el 
mensaje descrito “SI” fue entregado al servidor de correo del destino, en este caso el servidor con 
dominio “rsabogados.co” (…)» (fl. 86, frente y vuelto, ibídem). 

 

En tales condiciones, no es procedente el planteamiento del apoderado de la querellante con apoyo 
en el inciso final del artículo 291 del Código General del Proceso, pues la presunción de que «el 
destinatario ha recibido la comunicación cuando el iniciador recepcione (sic) acuse de recibo», no 
significa que la fecha de notificación coincida con aquella en que se reconoce haber recibido el 
mensaje, pues salvo fuerza mayor o caso fortuito, debe entenderse que tal acto de comunicación fue 
efectivo cuando el servidor de origen certifica que se produjo la entrega sin inconveniente alguno. 

 

Aunado a lo anterior, nótese que el artículo 20 de la Ley 527 de 1999, señala que para establecer 
«los efectos del mensaje de datos» a partir del citado «acuse de recibo», es menester que sea 
«solicitado o acordado» entre iniciador y destinatario; por el contrario, como aconteció en el 
presente caso, dicho condicionamiento no es aplicable porque solo corresponde a fijación unilateral 
de parte del destinatario (CSJ ATC295 de 2020, rad. 2019-00084-01). 

 

(…) Vistas de esta forma las cosas, la Corte concluye que el enteramiento por medios electrónicos 
puede probarse por cualquier medio de convicción pertinente, conducente y útil, incluyendo no solo 
la presunción que se deriva del acuse de recibo (y que puede ser desvirtuada), sino también su envío, 
sentido en el que se precisa el alcance de las consideraciones plasmadas en CSJ STC13993-2019, 
11 oct. 2019, rad. n.º 2019-00115 y STC690-2020, 3 feb. 2020, rad. n.º 2019-02319. (Se subraya 
por la Sala). 
 
 
                         3. Del caso concreto. El asunto a resolver por la Sala de Decisión se 

circunscribe a determinar si -como lo solicita la parte recurrente- que la notificación se 

surtió desde el momento en que fue remitida la comunicación y no desde el momento en 

que dio apertura al correo electrónico-, o en caso contrario, si le asisten razón al juzgador 

de primer grado cuando estimó que existió una indebida notificación de los 

codemandados, interrogante que el Tribunal despachará de manera favorable a los 

postulados expuestos por el demandante, como pasa a exponerse:    

 

                        3.1. La notificación constituye el acto material de comunicación mediante 

el cual se pone en conocimiento de las partes o terceros intervinientes las decisiones 

proferidas en el trámite del proceso, como forma de garantizar los principios de publicidad 

y contradicción, siendo la citación personal la más primordial de las maneras en que se 

comunica la actuación, exhortándose a la parte acudir a la sede del despacho para 

enterarla del inicio de un trámite judicial relevante para sus intereses, por lo tanto, debe 

el demandante acreditar el cumplimiento de los parámetros previstos en el artículo 291 

del C.G.P, que para el caso, resulta relevante el descrito en el numeral 3 de la normativa 

en cita, cuando dispone que: “la parte interesada remitirá una comunicación a quien deba ser 

notificado, por medio de un servicio postal autorizado por el Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, en la que informará sobre la existencia del proceso, su 
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naturaleza, y la fecha de la providencia que debe ser notificada”, la que se complementa con lo 

dispuesto en el artículo 8 de la Ley 2213 de 2022, en cuanto que: “Las notificaciones que 

deban hacerse personalmente, también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva 

como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice 

la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que 

deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio". 

 

                         En ese orden de ideas, como la notificación es un acto complejo, que 

comprende la remisión, el cotejo, y la certificación, su valoración debe ser en conjunto 

para determinar la satisfacción de las exigencias que por ley permitieron tener por 

cumplido en debida forma el enteramiento de quien debe ser notificado; por lo tanto, para 

que la parte afectada con la nulidad pueda contrarrestar los efectos de dicha presunción, 

debe acompañar medios probatorios fehacientes que acrediten que en realidad no se 

enteró del proceso, correspondiéndole, en consecuencia, al juez, analizar en cada caso 

concreto si la notificación fue realizada con plena observancia de las formalidades 

establecidas, y estudiar si la comisión de alguna irregularidad trajo como consecuencia 

que la notificación finalmente no pudo cumplir su cometido, o, por el contrario, que 

finalmente no pasó de ser una simple irregularidad inane que no impidió que el 

demandado se enterada debidamente de la existencia del proceso1.   

 
                          En tal sentido, y atendiendo a las circunstancias fácticas que premian la 

interposición del incidente de nulidad, se advierte que, al revisar la constancia de 

notificación allegada al presente trámite, se aprecia que aquella no se realizó en los 

términos señalados en las disposiciones legales previamente descritas, toda vez que la 

comunicación remitida el 11 de octubre del 2021 a los correos electrónicos2 si bien se 

citaron los datos correctos del proceso de la referencia, lo cierto es que los documentos 

contentivos de los anexos corresponden a otro proceso totalmente ajeno, supuesto frente 

al que no existe duda alguna, y en esa medida se acredita que efectivamente la 

comunicación no se surtió conforme a los parámetros previamente descritos, y no se 

pueda catalogar como un aspecto de mero trámite, sino que corresponde a los requisitos 

necesarios para acreditar con suficiencia la debida notificación.  

 

                            De otro lado, frente a las manifestaciones que alude el demandante, en 

cuanto que la notificación por vía electrónica debe atenderse desde el momento en que 

se entiende recibido el correo electrónico -cuyo acuse de recibido puede probarse mediante 

                                                 
1 Henry Sanabria Santos. Nulidades en el Proceso Civil. Universidad Externado de Colombia, 2da Edición 2011.  
2 grupomonarca@grupo-monarca.comy notificaciones.judiciales@fiduciariacorficolombiana.com 

mailto:grupomonarca@grupo-monarca.com
mailto:notificaciones.judiciales@fiduciariacorficolombiana.com
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cualquier medio probatorio-,  ha de precisar el tribunal que si bien las respectivas citaciones 

se surtieron el día 11 de octubre del 2021, pues así se desprende de la certificación de 

Servientrega y sólo 10 meses después los codemandados procedieron a revisar el 

contenido del correo electrónico, conducta que en cierta medida denota una falta de 

diligencia por parte de los codemandados, porque como destinatarias no leyeron y 

activaron su correo en el momento en que fue comunicada la actuación, sin embargo, su 

descuido no es razón suficiente para convalidar la irregularidad procesal, cuando de los 

actos que desplegó el demandante –ante la falta de pericia en la comunicación de los anexos- 

conllevó a su configuración, esto es, desconocer el principio de que nadie puede alegar 

su propia culpa en beneficio propio (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), porque 

facilitó que de una u otra forma la nulidad que hoy claman los demandados se 

consolidara, ya que era una carga y deber suyo hacer la notificación en la forma como lo 

exige la ley procesal y como no cumplió, luego, entonces, no puede ampararse en que a 

pesar de que no hizo legalmente la notificación debe admitirse como válida porque los 

codemandados no abrieron el correo a tiempo, lo que no es cierto. 

 

                          Así las cosas, no resulta necesario esgrimir mayores elucubraciones 

que las previamente descritas, ante la procedencia de la nulidad, conforme se propuso 

en las líneas que preceden. En corolario, se advierte entonces que no se comparten los 

argumentos que vienen siendo esgrimidos por el extremo recurrente, pues, sometido el 

factum aducido como detentador de la irregularidad procesal a la taxonomía de la 

institución clamada, logra evidenciarse su correspondencia, lo que para el caso se 

traduce en la confirmación del proveído recurrido.  

 

                             De esta manera, y sin necesidad de mayores disquisiciones, el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Unitaria Civil de 

Decisión,  

   

III. RESUELVE: 

 

                                PRIMERO: CONFIRMAR el auto del veinticuatro (24) de agosto 

de 2022 proferido en audiencia oral por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad 

de Envigado, ello, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

 SEGUNDO: Sin costas en esta instancia al no haberse causado. 
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NOTIFÍQUESE 
 
 
 
 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 

 
 

       
 

 


